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	Accionante: 
	Martha Adriana Betancurt Salazar 

	Accionado: 
	Junta Nacional de Calificación de Invalidez 

	Decisión: 
	Decreta nulidad 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, como parte accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 18 de abril del año que avanza, mediante la cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada en contra de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ.
ANTECEDENTES:

Manifestó el accionante que su representada, la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, es una persona de 49 años de edad, que ha dedicado toda su vida a labores manuales en la industria textil, y en desarrollo de esas actividades ha cotizado en COLPENSIONES. 
Refirió que desde el 19 de octubre de 2016 solicitó ante dicha administradora de pensiones que se diera inicio a un trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral, por lo que inicialmente fue valorada por parte de ASALUD, entidad que la dictaminó con un porcentaje de invalidez del 42.5%, con fecha de estructuración del 12 de septiembre de 2016, por los diagnósticos de: trastorno depresivo recurrente, lesión del nervio cubital, síndrome del manguito rotatorio y lumbago no especificado. 

El aludido dictamen fue recurrido, por lo que la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA resolvió el recurso mediante dictamen que le otorgó a la señora BETANCURT SALAZAR un porcentaje de PCL del 42.71%, de origen común, con fecha de estructuración del 12 de septiembre de 2016.
Sin embargo, algunas enfermedades que padece la señora MARTHA ADRIANA no fueron tenidas en cuenta dentro de la valoración, tales como: síndrome del túnel carpiano, epicondilitis media, mononeuropatía del miembro superior, tenosinovitis de estiloides radial –de Quervain-, trastorno depresivo recurrente, síndrome de manguito rotador, trastorno de dolor persistente somatomorfo y compresiones de las raíces y plexos nerviosos en trastornos de los discos intervertebrales.  

Inconforme con esa última decisión, presentó también recurso de apelación ante la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con la cual pidió que se tuvieran en cuenta las mencionadas patologías de su prohijada, y además, se le sumara a ese dictamen el porcentaje de 12.45% reconocido en el año 2014 por esa misma Junta, pidiendo entonces que se le otorgara un porcentaje de PCL superior al 50%. No obstante, la aludida Corporación desestimó su apelación y además desconoció el puntaje reconocido por la JUNTA REGIONAL, con lo cual faltó a su deber legal de realizar una valoración integral. 

Posteriormente se presentó un derecho de petición ante la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, con el cual solicitó la revisión del dictamen basando tal solicitud en los mismos argumentos planteados en esta oportunidad, sin embargo, dicha entidad se negó a estudiar su petición por haber cobrado firmeza el concepto cuestionado.  
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales a la vida, debido proceso, salud, seguridad social, igualdad y dignidad humana de la señora MARTHA ADRIANA, y como consecuencia de ello, se ordene a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, que revise el dictamen de invalidez que se le realizó a su representada el 5 de agosto de 2017, o en su defecto, proceda a emitir un nuevo dictamen, con el fin de que se valoren a profundidad las pruebas aportadas, y así obtener una calificación integral.  
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
1. Admisión: 

El Juzgado Cuarto Penal del Circuito avocó el conocimiento de la presente actuación mediante auto del 18 de abril de 2018, en el cual se dispuso correr traslado a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, y a COLPENSIONES. 

2. Respuesta de las entidades accionadas: 

La JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ allegó un escrito mediante el cual expuso básicamente que lo relacionado con el porcentaje de pérdida de capacidad laboral de la señora MARTHA ADRIANA debe ser verificado con la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN, pues en contra del dictamen expedido por esa última Corporación, solamente la ARL SURA interpuso recurso, controvirtiendo básicamente lo relacionado con el origen de la enfermedad, derecho que no fue ejercicio por la parte aquí accionante. 

De acuerdo a ello, puntualizó que la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ sólo puede resolver lo que se ha controvertido desde la primera oportunidad, de conformidad con los parámetros del artículo 40 del Decreto 1352 de 2013.  
Así mismo, señaló que incluso desconoce el dictamen al cual hace alusión el accionante, con el cual supuestamente se le concedió a su prohijada un porcentaje de PCL del 42.71%.  
COLPENSIONES, por su parte, expuso que carece de legitimación en la causa por pasiva, por cuanto esa administradora no tiene ningún tipo de injerencia en las decisiones emitidas por parte de las juntas de calificación de invalidez. 
3. Sentencia: 

Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante fallo del 18 de abril de 2018, declarar la improcedencia de acción de tutela, decisión que estuvo fundamentada básicamente en que existe otro mecanismo de defensa judicial al que puede acudir el actor, esto es, bajo los lineamientos de los artículos 44 y 45 del Decreto 1352 de 2013 corresponde a la justicia laboral, por lo que consideró que no es pertinente la intervención del Juez Constitucional, especialmente porque no se acreditó la existencia de un perjuicio irremediable, por ser inminente, grave, urgente e impostergable el amparo que se reclama. 
4. Impugnación: 

El accionante presentó escrito el 24 de abril de 2018, mediante el cual impugnó la decisión de instancia, explicó que su representada fue calificada en primera oportunidad por parte de ASALUD, donde se profirió dictamen el día 14 de noviembre de 2016. Inconforme con éste, interpuso recurso de apelación, de manera que la segunda valoración la realizó la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, donde se profirió un nuevo dictamen, pero en dos documentos separados: en uno se pronunció sobre el origen de las enfermedades, y en el otro sobre la PCL y la fecha de estructuración. 

Tampoco estuvo de acuerdo con este último, por lo que nuevamente presentó recurso para que se resolviera lo pertinente en la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, pero dicha Corporación desestimó la apelación, y además pasó por alto el puntaje reconocido por parte de su inferior, pues con la expedición del nuevo, dejó sin porcentaje alguno el anterior, así las cosas, considera que el último dictamen carece de información suficiente para adelantar cualquier tipo de trámite con él. 
Cuestionó el actuar de la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN, pues asegura que él presentó el recurso dentro del término legal, y por lo tanto era deber de esa entidad dirimir la controversia, pero no lo hizo. 
Así mismo, le parece que la Juez Cognoscente fue inflexible al presumir que la afectación de los derechos fundamentales de su representada no es definitiva, y que por lo tanto, puede esperar un año para ser calificada nuevamente. 

Bajo dichos argumentos, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar acceder a las pretensiones planteadas en su escrito inicial.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería determinar a esta Corporación, si en el presente caso la tutela resulta ser el mecanismo judicial idóneo para ordenar a la JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ efectuar una revisión de su dictamen de invalidez o emitir uno nuevo con respecto a la señora MARTHA ADRIANA BETANCURT SALAZAR, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 

Visto lo obrante en el expediente, se tiene que la titular de los derechos reclamados se encuentra realizando los trámites para la obtención de una pensión de invalidez, para ello requiere dar solución a lo que tiene que ver con los dictámenes de pérdida de capacidad laboral que fueron emitidos por parte de las JUNTAS REGIONAL y NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ, en primera y segunda instancia respectivamente, y de los cuales difiere, al punto de verse motivada a interponer la presente acción de tutela.
Atendiendo las pretensiones de la parte accionante, y como se dijo arriba, evidencia la Colegiatura que las disposiciones que aquí se adopten están relacionadas con la decisión que tomó inicialmente la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ mediante Dictamen No. 42007553-86 del 30 de enero de 2017 (Ver folio 61), en el que se le dictaminó una PCL de 42.71%, frente a la cual se presentó un recurso de apelación (ver folio 65), decisión que incomprensiblemente dejó de ser tramitada por el superior funcional, puesto que de acuerdo a la información obrante en el expediente, en esa última instancia sólo se hizo un pronunciamiento respecto del recurso presentado por la ARL SURA, acerca del origen de las patologías valoradas. 

A pesar de lo anterior, la Jueza de primera instancia omitió vincular a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ dentro del presente trámite; sin embargo, esta Corporación es del criterio que su participación para resolver esta controversia es imprescindible para que dé cuenta del trámite que le dio a la apelación del accionante, o cuál fue la razón para que no se despachara su alzada ante la JUNTA NACIONAL.  
En vista de lo dicho, cabe señalar que de llegarse a revocar en esta instancia la decisión de la Juez A-quo, emitiendo órdenes que deban ser cumplidas por parte de dicha JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN, sin tener certeza de las diligencias llevadas a cabo por la misma para este preciso caso, y sin permitírsele controvertir los dichos planteados por el accionante, se incurriría en una vulneración de sus derechos fundamentales al debido proceso y defensa, por cuanto no se integró en debida forma a la litis. 
De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“Por ello, si el juez constitucional advierte que no se ha integrado en debida forma el contradictorio por parte pasiva, será él quien asuma esa carga procesal, y en consecuencia, vinculará oficiosamente las partes e intervinientes al trámite de dicha acción de tutela que deban ser vinculados a dicho trámite, para lo cual podrá valerse de los elementos de juicio que obren en el expediente de tutela. De no ser posible la integración del contradictorio por pasiva en los términos ya anotados, proseguir con el trámite de la acción de tutela no tendría sentido, pues aún cuando se pudo haber verificado la vulneración de algún derecho fundamental, no se podría impartir protección alguna por cuanto no se pudo establecer quien estaba llamado a responder.
 
En consecuencia, de no integrarse en debida forma el contradictorio, ya sea por parte del mismo accionante o subsidiariamente por el juez constitucional, ello acarreará inexorablemente la nulidad de lo actuado, salvo que el afectado la subsane en forma expresa o tácitamente con su actuación consecuente.
 
4. Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados.” 

Con base en lo que viene de decirse, es evidente que en el presente asunto se hace necesario enderezar la actuación de la Juez de primer grado; para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 18 de abril del año avante, por cuanto, como ya se dijo, se requiere la vinculación al presente asunto de la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA para que se pronuncie frente a los hechos planteados en la demanda. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira el 18 de abril de 2018, ya que se hace necesario vincular al presente asunto a la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA, de conformidad con los argumentos expuestos en la parte motiva de la presente decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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